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CAPÍTULO VIII

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 23.- 1. El régimen jurídico del puesto de Gerente será el previsto en el artículo 
13 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, en el artículo 
85, bis, 1, b) y la Disposición adicional duodécima de la Ley 7/1985, de 2 de abril, regula-
dora de las Bases del Régimen Local, así como en las normas complementarias que resulten 
de aplicación.

2. Las funciones de Secretaría (fe pública y asesoramiento legal preceptivo) e Interven-
ción (fiscalización de la gestión económico-financiera y presupuestaria) serán desempeña-
das, en régimen de acumulación, por los titulares de las respectivas plazas de Secretario Ge-
neral del Pleno e Interventor General del Cabildo Insular de Tenerife, salvo que el Consorcio 
sea adscrito a otra Administración, en cuyo supuesto, tales funciones corresponderán a los 
titulares de las plazas con cometidos similares de la de adscripción desde la fecha en que se 
produzca la misma.

3. Las Administraciones consorciadas, incluyendo sus entes y organismos dependientes, 
así como sus sociedades mercantiles públicas, facilitarán al Consorcio el personal necesa-
rio para la realización de las tareas y funciones precisas en orden a una adecuada y eficaz 
prestación de los servicios de su competencia en los términos de la normativa que resulte de 
aplicación.

Artículo 24.- El Consorcio subsistirá mientras las Administraciones consorciadas lleven 
a cabo los objetivos para los que se ha constituido, sin perjuicio de que se pueda disolver 
anticipadamente por alguna de las siguientes causas:

a) Cumplimiento de la finalidad del Consorcio.

b) Acuerdo de las partes consorciadas.

c) Imposibilidad legal o material de continuar su funcionamiento.

d) Separación de alguna de las partes consorciadas, si con ello el Consorcio deviene 
inoperante.

e) Incumplimiento de su objeto.

f) Transformación del Consorcio en otro ente.

Artículo 25.- El acuerdo de disolución deberá determinar la forma en que se habrá de 
proceder a la liquidación de los bienes, derechos y las obligaciones del Consorcio, y cómo 
debe hacerse la reversión de las obras e instalaciones existentes a favor de las Administra-
ciones consorciadas, de acuerdo con la normativa específica en cada caso.
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